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Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos Empire Gas Company, Inc. [en 

adelante, “Empire Gas” o “la recurrente”] mediante un recurso 

de revisión judicial en el que solicita que revoquemos una 

determinación emitida por la Comisión de Servicio Público [en 

adelante, “la CSP”] que desestimó una querella a base de la 

doctrina de impedimento colateral por sentencia.  Allí también se 

dispuso que la recurrente debía satisfacer el pago de honorarios 

de abogado a favor de Puma Energy Caribe, LLC. [en adelante, 

“Puma Energy” o “la recurrida”].     

Por los fundamentos que expondremos a continuación, SE 

REVOCA el dictamen recurrido. 

 
-I- 

 
El 19 de junio de 2015, Empire Gas presentó ante la CSP 

una Querella en contra de Puma Energy y la propia CSP en la 
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que cuestionó la legalidad del traspaso y renovación de la 

Franquicia Núm. FG-14971 que esta última permitió a favor de la 

recurrida mediante el dictamen que emitió en el caso núm. FG-

1497, OC-TV-14-06-FG.2  Particularmente, cuestionó que se le 

permitiera a Puma Energy operar en el reglón de ventas a granel 

de gas licuado de petróleo.  A grandes rasgos, manifestó que no 

se debió reactivar una franquicia inexistente, sino que el trámite 

adecuado era exigirle a Puma Energy que solicitara una nueva.  

Indicó que al proceder de tal forma, se obviaron requisitos 

procesales y sustantivos dispuestos por la Ley de Servicio 

Público.   

En respuesta, Puma Energy solicitó la desestimación de la 

Querella.  Alegó que la intención del querellante era atacar 

colateralmente la determinación de la CSP que autorizó el 

traspaso de la Franquicia FG-1497 a su favor, la cual había 

advenido final y firme al momento en que la Querella fue 

radicada.  Afirmó que como la legitimidad del traspaso ya había 

sido adjudicada, la CSP no tenía jurisdicción para que se 

relitigara allí el asunto, por lo que se debía desestimar la 

Querella al amparo de la doctrina de cosa juzgada o alguna de 

sus modalidades.   

Empire Gas se opuso a la desestimación solicitada.  A 

grandes rasgos, indicó que nunca fue parte del proceso de 

licenciamiento de traspaso y aclaración o enmienda de la 

Franquicia FG-1497, ya que no se le permitió intervenir cuando 

lo solicitó.  Afirmó que dicho proceso no fue uno adjudicativo 

                                                 
1 Dicha franquicia está autorizada por la CSP para operar una (1) planta en la 

producción, importación y venta de gas licuado de petróleo. Véase, 

Resolución y Orden Enmendada del 3 de marzo de 2014, Ap. II del recurso de 

revisión judicial, pág. 33.  
2 A la querella que presentó ese día el recurrente se le asignó el alfanumérico 

QT-2015-01225. Véase, Querella, Ap. 1 del recurso de revisión judicial, págs. 

1-11. 
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conforme las disposiciones de la Ley de Procedimientos 

Administrativos Uniformes [en adelante, “LPAU”].  Indicó que, a 

tenor con la jurisprudencia prevaleciente, no era hasta después 

que la CSP determinara sobre la concesión o denegatoria de la 

licencia o franquicia, que —como tercero ajeno al proceso— 

podía impugnar lo concedido por la agencia mediante un proceso 

adjudicativo.  Amparado en que no fue parte del proceso 

mediante el cual la CSP confirió el licenciamiento en cuestión, 

afirmó que no procedía la interposición de la doctrina de cosa 

juzgada, pues para ello era necesario que en ambos procesos 

coincidieran las mismas partes. 

Consecuentemente, la CSP emitió la Resolución y Orden 

objeto de esta revisión judicial.  Expuso que la querellante 

Empire Gas incluyó en su Querella los mismos argumentos que 

planteó en el proceso anterior cuando intentó intervenir, y que 

estos fueron atendidos.  Caracterizó la Querella como un  

“subterfugio para reabrir un caso que fue previamente 

adjudicado por la CSP…”.3  Así pues, dispuso que a tenor con la 

doctrina de impedimento colateral por sentencia y la de 

fraccionamiento de causa de acción —ambas modalidades de 

aquella de cosa juzgada— procedía desestimar la Querella.  A su 

vez le impuso a la querellante el pago de costas y honorarios de 

abogados a favor de Puma Energy.  Ante la reconsideración 

solicitada, la CSP no se expresó al respecto, por lo que se 

entiende que fue rechazada de plano. 

Inconforme, Empire Gas acudió ante nos mediante el 

recurso de revisión judicial de epígrafe en el que le atribuye a la 

CSP los siguientes errores: 

                                                 
3 Resolución y Orden del 24 de agosto de 2015, Ap. IV del recurso de revisión 

judicial, pág. 150. 
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PRIMER ERROR: ERRÓ LA COMISIÓN DE SERVICIO PÚBLICO 

AL DESESTIMAR LA QUERELLA EN EL PRESENTE CASO APLICANDO 

LA TEORÍA DE LA COSA JUZGADA Y SU PROGENIA Y AL CONCLUIR 

QUE AL PRESENTARSE LA QUERELLA LA MISMA FUERA UN 

SUBTERFUGIO PARA REABRIR EL CASO ORIGINAL DEL 

LICENCIAMIENTO. 
 

SEGUNDO ERROR: ERRÓ LA COMISIÓN DE SERVICIO 

PÚBLICO AL IMPONER COSTAS Y HONORARIOS DE ABOGADO AL 

COMPARECIENTE. 
        

Con el beneficio de la comparecencia escrita de las partes, 

resolvemos.     

-II- 

Derecho Aplicable 

-A- 

Revisión judicial 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley 

Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 LPRA 

secs. 2101 et seq. [en adelante, “LPAU”], delimita el alcance de 

la revisión judicial de las decisiones administrativas.  Dispone 

que las determinaciones de hechos de las agencias serán 

sostenidas por el tribunal si se basan en evidencia sustancial que 

obre en el expediente administrativo; mientras que las 

conclusiones de derecho serán revisables en todos sus 

aspectos. Sección 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2175.  Cónsono 

con esta normativa, los tribunales revisores deben examinar si la 

determinación administrativa está fundamentada en la prueba o 

si, por el contrario, es incompatible con esta. Assoc. Ins. 

Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 437 

(1997).  Cuando la interpretación de los hechos es razonable, los 

tribunales, de ordinario, deben sostener el criterio de la agencia 

y no sustituirlo por el suyo.  Pérez Vélez v. VPH Motors, Corp., 

152 DPR 475, 490 (2000).  No obstante, si luego de un estudio y 

análisis ponderado el tribunal descubre que la determinación 
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administrativa trastoca valores constitucionales o resulta 

arbitraria e irrazonable, podrá sustituir el criterio de la agencia 

por el suyo y revocar el dictamen cuestionado. Íd.  

Cabe recordar que los procedimientos y las 

determinaciones administrativas están revestidos de una 

presunción de corrección y regularidad. Gutiérrez Vázquez v. 

Hernández y otros, 172 DPR 232, 244 (2007); Hernández v. 

Centro Unido, 168 DPR 592, 615 (2006).  Es norma reiterada 

que los tribunales le deben dar gran peso o deferencia a las 

aplicaciones e interpretaciones de las agencias con respecto a las 

leyes y los reglamentos que administran, por lo que no pueden 

descartar libremente sus conclusiones e interpretaciones de 

derecho. Cruz Negrón v. Adm. de Corrección, 164 DPR 341, 357 

(2005).  Ello, en consideración de la experiencia y el 

conocimiento especializado que poseen sobre los asuntos que les 

han sido delegados. Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 

(2006); Rivera Concepción v. ARPE, 152 DPR 116, 122 

(2000).  No obstante, lo anterior no significa una abdicación de 

la función revisora del foro judicial. “Por el contrario, los 

tribunales tienen el deber de proteger a los ciudadanos contra 

posibles actuaciones ultra vires, inconstitucionales o arbitrarias 

de las agencias.” Ramos Román v. Corp. Centro Bellas Artes, 

178 DPR 867, 884 (2010).   

En fin, la revisión judicial de una decisión administrativa se 

circunscribirse a determinar si: (1) el remedio concedido por la 

agencia fue apropiado; (2) las determinaciones de hecho 

realizadas por la agencia están sostenidas por evidencia 

sustancial en el expediente administrativo; y (3) las conclusiones 

de derecho fueron las correctas. Rivera v. A & C Development 

Corp., 144 DPR 450, 460-461 (1997). 
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-B- 

Cosa juzgada, impedimento colateral por sentencia y 

fraccionamiento de causa de acción 

La doctrina de cosa juzgada está preceptuada en el artículo 

1204 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3343, el cual 

establece que, para que se active la presunción de cosa juzgada 

en otro juicio, se requiere que entre el caso resuelto mediante 

sentencia y el caso en que se invoca la misma, concurra la más 

perfecta identidad entre las cosas, las causas, las personas 

de los litigantes y la calidad en que lo fueron. Méndez v. 

Fundación, 165 DPR 253, 267 (2005); Pagán Hernández v. 

U.P.R., 107 DPR 720, 732 (1978).  Si se cumplen estos 

requisitos, no procede dilucidar nuevamente los méritos de la 

controversia que está ante la consideración del foro judicial. 

Pagán Hernández v. U.P.R., supra; Bolker v. Tribunal Superior, 

82 DPR 816, 834 (1961).  

Para determinar si se satisface el requisito de identidad de 

cosas, es necesario identificar cuál es el objeto o la materia 

sobre la cual se ejercita la acción. A & P General Contractors v. 

Asoc. Caná Inc., 110 DPR 753, 764 (1981).  Es esencial que 

ambos litigios se refieran a un mismo asunto. Rodríguez 

Rodríguez v. Colberg Comas, 131 DPR 212, 220 (1992), citando 

a Q.M. Scaevola, Código Civil, Madrid, Ed. Reus, 1958, pág. 534.   

Existe identidad entre las causas cuando las acciones 

ejercitadas en ambos pleitos implican un mismo motivo o razón 

de pedir. A & P General Contractors v. Asoc.Caná Inc., supra, en 

la pág. 765.  No debe confundirse la causa con los medios de 

prueba ni con los fundamentos legales de las pretensiones 

deducidas por las partes. Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, 

supra, en las págs. 219-220.  Satisfecho lo anterior, el requisito 
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de identidad de causas se cumple aunque la acción ejercitada 

sea distinta de la primera en su calificación jurídica o en 

términos nominales. A & P General Contractors v. Asoc. Caná, 

supra.  Tampoco impide la aplicación de la doctrina de cosa 

juzgada el que se introduzca una nueva teoría legal y se 

reclamen remedios adicionales en el segundo litigio. Íd.  Nuestro 

Tribunal Supremo ha enfatizado que la causa o motivo de pedir 

no debe confundirse con el remedio solicitado. Mercado Riera v. 

Mercado Riera, 100 DPR 940, 951-952 (1972).  

Respecto a la identidad entre las partes litigantes, así 

como la calidad en que lo fueron, los efectos de la doctrina de 

cosa juzgada se extienden a quienes intervienen en el proceso a 

nombre y en interés propio. A & P General Contractors, Inc. v. 

Asoc. Caná Inc., supra, en las págs. 761-762; Rodríguez 

Rodríguez v. Colberg Comas, supra, en la pág. 220.  Cumplidos 

estos requisitos, esta doctrina impide que, luego de emitida una 

sentencia en un pleito anterior, las mismas partes relitiguen en 

un pleito posterior las mismas causas de acción y cosas, las 

controversias ya litigadas y adjudicadas, y aquellas que se 

pudieron haber litigado. Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 

158 DPR 743, 769 (2003); Acevedo Santiago v. Western Digital, 

140 DPR 452, 464 (1996).  

En el ámbito del derecho administrativo, la doctrina de 

cosa juzgada podría aplicar en tres vertientes: (1) dentro de la 

misma agencia; (2) interagencialmente, es decir, de una agencia 

a otra; y (3) entre las agencias y los tribunales. Mun. de San 

Juan v. Bosque Real, S.E., supra, en la pág. 770; Pagán 

Hernández v. U.P.R., supra, en la pág. 733.  Para que la doctrina 

de cosa juzgada aplique en alguna de estas vertientes, deben 

coincidir dos requisitos: (1) que la agencia haya actuado en una 
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capacidad judicial para resolver las controversias que tuvo ante 

sí; y (2) que las partes hayan tenido una oportunidad adecuada 

para litigar. Pagán Hernández v. U.P.R., supra, citando a U.S. v. 

Utah, 384 US 394 (1966).  

La doctrina de cosa juzgada no es de aplicación automática 

y absoluta a los procesos administrativos, pues la Rama Judicial 

tiene el poder de modificar o rechazar las determinaciones 

administrativas cuando hacerlo sea lo más justo y conveniente 

de acuerdo al interés público. Acevedo v. Western Digital Caribe, 

Inc., 140 DPR 452, 454 (1996).  No obstante, la mera invocación 

de un derecho constitucional frente a una actuación 

administrativa no nos obliga automáticamente a descartar la 

presunción de cosa juzgada, sino que debemos investigar las 

circunstancias de cada caso en particular. Pagán Hernández v. 

U.P.R., supra, en las págs. 735-737.   

Por otro lado, la doctrina de “impedimento colateral por 

sentencia”, la cual es una modalidad de aquella de cosa juzgada, 

“opera cuando un hecho esencial para el pronunciamiento de una 

sentencia se dilucida y determina mediante un segundo pleito 

entre las mismas partes, aunque estén envueltas causas de 

acción distintas”. Coop. Seg. Múltiples v. E.L.A., 180 DPR 655, 

673 (2011).  A diferencia de la doctrina de cosa juzgada, no es 

necesario que se dé el requisito de identidad de causas. Íd.  Al 

respecto, el Tribunal Supremo ha expresado que “una sentencia 

anterior es concluyente solamente en cuanto a aquellas materias 

que de hecho se suscitaron y verdaderamente o por 

necesidad se litigaron y adjudicaron, pero no es concluyente 

en cuanto a aquellas materias que pudieron ser pero no fueron 

litigadas y adjudicadas en la acción anterior.” Aponte v. Román, 
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145 DPR 477, 488-489 (1998); Millán v. Caribe Motors Corp., 83 

DPR 494, 506-507 (1961).   

La doctrina de cosa juzgada incluye la variante conocida 

como el fraccionamiento de la causa de acción, la cual aplica a 

cuestiones planteadas en un litigio, pero que realmente pudieron 

haber sido expuestas en el litigio inicial contra el demandado, ya 

que están relacionadas al mismo asunto. Mercado Riera v. 

Mercado Riera, 100 DPR 940, 950 (1972).  La defensa de cosa 

juzgada, en su aspecto de fraccionamiento de causa de acción, 

es de aplicación a toda reclamación posterior entre las mismas 

partes sobre un mismo asunto. Avellanet v. Puerto Rican Express 

Co., 64 DPR 693, 70-701 (1945), Cruz v. Ortiz, 82 DPR 834, 839 

(1961).  Es parte de la doctrina de res judicata el que un 

litigante no puede fraccionar su causa de acción.  Millar v. Cía. 

Ron Carioca, 71 DPR 707, 709 (1950).  El propósito perseguido 

por esta doctrina es poner fin a los litigios, lo cual no se logra si 

un litigante que puede incluir en su demanda una reclamación 

deja de hacerlo y luego presenta un nuevo pleito basado en lo 

que pudo incluir y no lo hizo.  Íd, en las págs. 709-710.   

La regla en cuanto al fraccionamiento de las causas de 

acción solo aplica a reclamaciones que son recobrables en la 

primera acción incoada. Tesorero v. Tribunal de Contribuciones, 

72 DPR 617, 626 (1951).  Por esta razón, la doctrina de res 

judicata es de aplicación no solo a las partidas o reclamaciones 

litigadas, sino también a las que pudiendo haberlo sido en el 

pleito anterior, no fueron alegadas.  Millar v. Cía. Ron Carioca, 

supra, en la pág. 710.   

En consideración de la normativa expuesta, resolvemos. 
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-III- 

 
Son dos (2) los errores que Empire Gas le atribuye a la 

CSP en su recurso de revisión judicial.  En primer lugar, 

cuestiona la aplicabilidad de la doctrina de cosa juzgada y sus 

diversas modalidades al caso.  En segundo lugar, hace lo propio 

sobre el pago de honorarios de abogado que se le impuso.  Por 

tanto, nos corresponde evaluar si actuó correctamente la CSP al 

desestimar la Querella del recurrente y al ordenarle satisfacer el 

pago de dichos honorarios.  Tras evaluar la totalidad del 

expediente ante la doctrina prevaleciente y que aquí hemos 

expuesto, resolvemos en la negativa. 

-A- 

En esencia, Empire Gas plantea que la CSP 

incorrectamente aplicó la doctrina de cosa juzgada para 

desestimar su Querella, pues no se configuró la identidad de 

partes necesaria para que la desestimación decretada pudiese 

prosperar bajo dicha doctrina.  Afirmó que ello se debe a que no 

fue parte en el proceso anterior, ya que la CSP le negó su 

participación.  La recurrente indica que no se le reconoció 

legitimación para participar de este como un tercero con interés, 

pues se trataba de un procedimiento de renovación, traspaso y 

aclaración o enmienda de franquicia, o sea, uno de 

licenciamiento bajo el Capítulo V de la LPAU, y no uno de 

naturaleza adversativa adjudicativa.  Amparada en la doctrina 

esbozada en el caso de Claro TV y Junta Regl. Tel. v. OneLink, 

179 DPR 177 (2010), señala que no es hasta que advino final y 

firme la determinación que emitió la CSP dentro de dicho 

proceso, que nació su derecho como competidor para impugnar 

la concesión o traspaso de la franquicia mediante el 
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procedimiento adjudicativo que inició cuando interpuso su 

Querella. 

Puma Energy, por su parte, indica que el trámite de 

renovación y traspaso efectuado no es uno de licenciamiento o 

concesión de franquicia.  Alega que el único proceso de 

licenciamiento ocurrió en el año 1990 cuando la CSP autorizó la 

Franquicia-1497 a favor de la Caribbean Petroleum Corporation 

[en adelante, “CAPECO”], y que Empire Gas participó en este.  

Plantea que lo que Empire Gas pretendía a través de su Querella, 

era cuestionar por segunda ocasión la legalidad de dicha 

autorización.  En cuanto a la aplicabilidad de la doctrina de cosa 

juzgada,  alega que se cumple el requisito de identidad de 

partes, ya que Empire Gas participó de aquel primer proceso de 

licenciamiento. 

Conviene aclarar que en este caso las partes aluden a tres 

procesos distintos que se ventilaron ante la CSP en relación a la 

Franquicia-1497.  El primero de estos fue el de la aprobación 

(licenciamiento) de la franquicia original a favor de CAPECO en el 

año 1990.  El segundo fue aquel mediante el cual la CSP autorizó 

la renovación y el traspaso de la referida franquicia a favor de 

Puma Energy en el año 2013.  El tercer proceso, y el que 

concierne a este revisión judicial, inició con la Querella que 

presentó Empire Gas ante la CSP el 19 de junio de 2015.   

En su Querella, la recurrente cuestionó la enmienda a la 

Orden del 18 de noviembre de 2013 que la CSP realizó el 3 de 

marzo de 2014.  En esta última se mantuvo la autorización a la 

renovación y traspaso de la franquicia en cuestión a favor de 

Puma Energy.  No obstante, se expandió la misma para permitir 

la venta a granel de gas licuado de petróleo en toda la isla.  

Sobre esto último Empire Gas expresó reparos en su Querella.  
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Indicó que dicha autorización es nula de su faz y no procede 

como cuestión de derecho.  En síntesis, expresó que: 

La actuación ilegal de la CSP al autorizar la 

reactivación de una franquicia inexistente y luego 
enmendar la misma para incluir la fase de venta a granel 
de GLP en toda la isla sin cumplir los requisitos de la Ley 

de Servicio Público, priva a la compareciente de su 
derecho a operar en un régimen jurídico de servicio 

público mediante el cual solo mediante la presentación de 
prueba relativa a necesidad y conveniencia en audiencia 
pública, previa citación al compareciente y los demás 

componentes de la industria, podría una nueva empresa 
prestar un servicio público similar al del compareciente. 

Dicha actuación ilícita podría crear un disloque indebido 
en la industria del GLP en Puerto Rico al permitirse la 
entrada de un competidor multinacional sin someterse al 

crisol de la Ley de Servicio Público y sus requerimientos 
de necesidad y conveniencia.4 

 
La recurrente planteó que, en la alternativa, la CSP erró al 

dejar sin efecto la prohibición de ventas a granel de gas licuado 

de petróleo.  

Ahora bien, es un hecho que la CSP no le reconoció 

legitimación activa a la recurrente para intervenir en la 

concesión del traspaso de la Franquicia-1497 a Puma Energy que 

se efectuó en el proceso administrativo efectuado previo al de 

este caso.  Esto, por tratarse de un procedimiento no 

adjudicativo el cual, según el criterio de la CSP, no ameritaba 

su intervención.5  Sobre ello no hay duda.  Por tanto, Empire Gas 

no fue parte en ese proceso.   

La doctrina de cosa juzgada, en su modalidad de 

impedimento colateral por sentencia, contempla que una 

determinación previa se determine concluyente “solamente en 

cuanto a aquellas materias que de hecho se suscitaron y 

verdaderamente o por necesidad se litigaron y 

                                                 
4 Querella, Ap. 1 del recurso de revisión judicial, pág. 7. 
5 En dicha ocasión, la CSP aclaró que “un traspaso es un procedimiento no 

adjudicativo sobre la cesión de una autorización previamente otorgada de 

un concesionario (cedente) a otra persona jurídica (cesionario).” (Énfasis 

suplido). Véase, Orden Administrativa del 8 de mayo de 2014, Ap. II del 

recurso de revisión judicial, pág. 73      
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adjudicaron”. Aponte v. Román, supra; Millán v. Caribe Motors 

Corp., supra.  Puesto que ese segundo proceso no fue uno 

adjudicativo, tal como reconoció la propia CSP, no se cumple con 

dicho requisito. 

Un elemento que valida el hecho de que el proceso de 

concesión de franquicia no es uno adjudicativo es la sección 5.4 

de la Ley de Procedimientos Administrativos Uniforme [en 

adelante, “LPAU”], 3 LPRA sec. 2101 et seq.  Esta reconoce que  

una vez la agencia dirime sobre la concesión, o en este caso, 

traspaso de una franquicia o licencia, es que surge el derecho de 

una parte con interés para impugnar dicha determinación.6  

Sobre el particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico en el 

caso de Claro TV y Junta Regl. Tel. v. OneLink, 179 DPR 177, 

211 (2010) expresó claramente que “el proceso inicial de 

concesión de licencia o franquicia no es adjudicativo y, por lo 

tanto, en esa etapa es inaplicable el derecho de intervención.”   

A tenor con la doctrina expuesta, ninguno de los procesos 

anteriores relacionados al caso de epígrafe entiéndase aquel 

en el que se aprobó la franquicia original a favor de CAPECO en 

el año 1990 y el otro en el cual la CSP autorizó la renovación y el 

traspaso de la referida franquicia a favor de Puma Energy en el 

año 2013 comprendieron procesos adjudicativos.    

Ante la inexistencia de un proceso administrativo de 

naturaleza adjudicativa previo al que inició la recurrente el 19 de 

junio de 2015, no cabe duda que la agencia incidió al desestimar 

la Querella por razón de la doctrina de cosa juzgada en sus 

                                                 
6 En específico, la sección 5.4 de la LPAU establece lo siguiente: 

 
Toda persona a la que una agencia deniegue la concesión de una 
licencia, franquicia, permiso, endoso, autorización o gestión similar 

tendrá derecho a impugnar la determinación de la agencia por medio 
de un procedimiento adjudicativo, según se establezca en la ley 
especial de que se trate y en las secs. 2151 a 2168 de este título.  

 

3 LPRA sec. 2184. 
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diversas modalidades, tales como el fraccionamiento de causas 

de acción e impedimento colateral por sentencia.  Estas resultan 

totalmente inaplicables en este caso.     

Vale destacar que la doctrina de cosa juzgada también 

contempla que entre ambos procesos exista identidad entre las 

partes litigantes y la calidad que lo fueron. Méndez v. Fundación, 

supra; Pagán Hernández v. U.P.R., supra.  En el presente caso, 

tales requisitos tampoco se dan, pues la recurrente Empire Gas 

no fue parte y tampoco se le permitió intervenir en la renovación 

y traspaso de la franquicia a favor de Puma Energy ni en el 

proceso anterior a ese.  Cualquier tipo de participación que haya 

tenido en cualquiera de estos procesos previos no 

adjudicativos, comprendió “un mecanismo para obtener 

información que le pueda ser útil a la agencia para tomar la 

determinación de conceder o denegar una licencia, permiso o 

franquicia” en un Claro TV y Junta Regl. Tel. v. OneLink, supra.   

Así pues, resolvemos que la CSP concluyó erróneamente 

que los planteamientos presentados por Empire Gas en su 

Querella del 19 de junio de 2015 habían sido previamente 

atendidos.  Puesto que, por las razones expuestas, no es de 

aplicabilidad al caso la doctrina de cosa juzgada en ninguna de 

sus vertientes, la CSP privó indebidamente a la recurrente de su 

derecho a impugnar el traspaso de la franquicia, específicamente 

aquel asunto relacionado con la venta a granel de gas licuado de 

petróleo.   Se cometió el primer error alegado. 

-B- 

 Por último, debemos examinar si erró la CSP al condenar 

a Empire Gas al pago de honorarios de abogado.  La regla 

44.1(d) de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 

44.1, permite a los tribunales a imponer el pago de honorarios 
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de abogado “[e]n caso [de] que cualquier parte o su abogado o 

abogada haya procedido con temeridad o frivolidad”. Se ha dicho 

que esta conducta se caracteriza por:  

una actitud que se proyecta sobre el procedimiento y que 

afecta el buen funcionamiento y administración de la 
justicia.  También sujeta al litigante inocente a las 
ordalías del proceso judicial y lo expone a gastos 

innecesarios y a la contratación de servicios 
profesionales, incluyendo abogados, con el gravamen a 

veces exorbitante para su peculio. […].   
 

Fernández v. San Juan Cement Co. Inc., 118 DPR 713, 718 

(1987).  Toda vez que mediante su Querella Empire Gas procuró 

impugnar una determinación de la CSP conforme le permitía la 

doctrina prevaleciente, y que aquí hemos expuesto, no 

encontramos razones para concluir que en algún momento 

incurrió en temeridad.  En consideración a ello, resolvemos que 

no procede el pago de honorarios por temeridad que se le 

impuso.  Se cometió el segundo error alegado.     

-IV- 

 
Por todo lo anterior, SE REVOCA la Resolución y Orden 

recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

  

 

 
 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 


